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Resumen 

Los conflictos socioambientales son la agenda pendiente en el Estado 
peruano. La longevidad y los episodios de violencia que los caracteriza son producto 
del deficiente manejo del tema ambiental en el aparato estatal. Ante ello, surgen 
diversas organizaciones civiles que se encargan no solo de exigir mecanismos de 
diálogo, sino también buscan participar dentro de la toma de decisiones que surgen 
dentro de estos procesos como parte de la población que sufre los efectos directos 
e indirectos de los proyectos extractivos. Sin embargo, las mesas de diálogo 
parecen reproducir y agudizar las desigualdades que preexisten entre los actores 
que lo conforman, por lo que vuelve más complicado la meta de lograr incidencia 
política. Por ende, los casos, en los cuales la población ha salido victoriosa, son 
pocos y deben ser revisados de manera más profunda. La presente investigación 
busca ofrecer un análisis a la literatura acerca de los factores que explican la 
capacidad efectiva de las organizaciones civiles dentro de contextos de conflictividad 
ambiental. Sobre todo, se hace un acercamiento al caso de Espinar durante el 2020. 
Esto es debido a que, durante el periodo de emergencia sanitaria, las asimetrías se 
profundizaron, pero aún así los conflictos continuaron. Ante este escenario, las 
comunidades de Espinar pudieron negociar la entrega de un bono económico ante 
la profunda negativa de la empresa Antapaccay. El trabajo busca añadir un enfoque 
desde la ciencia política y también resaltar la actuación de ciertos actores locales 
durante contextos de emergencias. 

Palabras Clave: conflictos socioambientales, organizaciones civiles, mesas de 

diálogo, Espinar 
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1. Introducción 

Durante el 2020, la emergencia sanitaria por el COVID-19 fue la preocupación 

que englobó las acciones del Estado peruano para reducir los efectos del virus. No 

obstante, la situación no evitó que problemáticas anteriores se solucionaran o 

paralizaran. Por ejemplo, la actividad minera continuó operando a la par de la 

paralización de diversas actividades económicas dentro del país. En ese sentido, al 

declarar las operaciones extractivas como prioridad, los conflictos socioambientales 

continuaron, sino es que se agudizaron debido a la vulnerabilidad de las 

comunidades cercanas a los proyectos mineros. 

La relación entre comunidades y las empresas mineras han coexistido en 

base a una conflictividad persistente desde la promoción de la inversión privada 

extractiva entre el fin del siglo XX y los comienzos del siglo XXI. Asimismo, como 

respuesta a este impulso extractivo, se generó una serie de instituciones y 

organizaciones civiles enfocadas en el desarrollo social y la protección del medio 

ambiente. En ese sentido, los actores locales han jugado un papel importante en los 

espacios de diálogo y acción para el respeto no solo de sus derechos, sino también 

ser beneficiados por la actividad minera. Por ende, es imperativo destacar las 

organizaciones o frentes de defensa conformados por las comunidades que les 

permita hacer frente a las asimetrías que persisten dentro de las zonas de conflicto. 

Es por ello por lo que, durante la emergencia sanitaria y con la poca capacidad 

estatal priorizando el sector de salud, se esperaba que la respuesta de las 

comunidades ante la conflictividad sea menos capaz de al momento de proponer 

demandas dentro de la agenda pública y, sobre todo, lograr sus objetivos a pesar 

de presentar una situación vulnerable más aguda debido al COVID-19. Ese es el 

caso de las comunidades de Espinar en Cusco. 

El 15 de julio del 2020 se inició un paro por parte de diversas por parte de la 

población de Espinar. El motivo principal fue la entrega de un bono económico de 

mil soles para los pobladores con el fin de atender las diversas emergencias y 

situaciones graves que se enfrentaban debido a la pandemia. El dinero solicitado 

saldría del compromiso de la empresa que se expresa en el Convenio Marco firmado 

hace varios  años por diferentes actores locales y que  debía ser destinado a 
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diferentes proyectos que motiven el desarrollo en la localidad. Sin embargo, la 

empresa minera “Antapaccay” se demostró, desde un principio, en contra de la 

propuesta. Aun así, meses después, y a través de una comisión de Alto Nivel 

convocada en Espinar, se aceptó otorgar el bono. En ese sentido, resulta imperativo 

cuestionarnos qué explica el triunfo en actores locales en espacios de diálogo en 

zonas extractivas. Este es un caso que llama la atención debido a que fue una de 

las pocas demandas que fueron atendidas en comparación a temas de consulta 

previa o ambientales. Por otro lado, el caso de Espinar rompe la lógica, en el 

contexto de pandemia, debido a que supera desigualdades que se agravaron por la 

situación de emergencia y posee una capacidad organizativa resiliente. 

El presente trabajo abordará, en primer lugar, la situación actual de la gestión 

de conflictos socioambientales en el escenario latinoamericano en general y, 

posteriormente el peruano. Luego, en el capítulo dos, se analizará la acción civil 

como respuesta ante la conflictividad socioambiental y el rol de mecanismos de 

diálogo dentro de estos escenarios. En tercer lugar, a partir de la información 

brindada por ambos capítulos, se brindará un breve acercamiento al caso de 

Espinar con el fin de contextualizar el episodio de conflictividad en el 2020. 

Finalmente, se realizarán las conclusiones pertinentes, se definirá la situación actual 

de la literatura enfocada en este tema y se planteará la pregunta correspondiente al 

tema de investigación. 
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2. Capítulo 1: Los conflictos socioambientales y la respuesta estatal 

La conflictividad socioambiental es un tema que se ha debatido desde 

diversos enfoques y actualmente existe una extensa literatura desde su definición 

hasta sus causas y consecuencias. En este capítulo, si bien abordará este tema, 

hará más énfasis en la actual gestión de conflictos socioambientales y el rol del 

estado. En ese sentido, se analizará el tema ambiental dentro de la acción estatal y 

cómo ello puede incidir dentro de la gestión de conflictos. 

Para ello, debemos partir por la definición y la manera en cómo se 

contextualiza en el escenario peruano. Lo que se diferencia de otros conflictos y, 

puede generar diversas cuestiones, es respecto al factor ambiental como elemento 

principal en la conflictividad. Por ese lado, existen diversas maneras de entender la 

definición de “ambiental”. Por ejemplo, Bebbington y Humphreys menciona que la 

diversidad de la noción de ambiente deriva de las distintas concepciones que se 

interpretan de la relación entre medio ambiente, sociedad y mercado (2009). Por 

su parte, Robbins aclara que el acceso de recursos del medio ambiente es 

delimitado y las autoridades o actores privados que, al tener el control sobre estos, 

configura los conflictos socioambientales y las consecuencias no deseadas 

mediante mecanismos de poder e influencia (2012). Por ende, los conflictos 

socioambientales pueden compartir similitudes con otros, así como también poseer 

ciertas diferencias entre sí. En ese sentido, no todos los conflictos son iguales y no 

todos pueden ser solucionados de la misma manera. Aun así, existe una definición 

establecida por la Defensoría del Pueblo y que parece pertinente para clasificar 

cuando un conflicto pertenece a la tipología socioambiental. Según la Defensoría 

del Pueblo, para que un conflicto social sea de tipo socioambiental este debe girar 

en torno a temas de control, uso o acceso al ambiente y sus recursos acompañados 

de componentes esencialmente políticos, económicos, sociales y culturales (2021). 

De esta manera, ubicamos el elemento central como el poder sobre los recursos 

naturales. 

En ese sentido, desde el “boom extractivo”, la demanda de estos bienes fue 

creciendo a la par del aumento de casos de conflictos socioambientales. A un nivel 

de Latinoamérica, existen dos características de la industria extractiva: la 
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dependencia económica primaria a este sector y, por ende, exista una favorabilidad 

a la sobreexplotación de recursos que genera estallidos de conflictividad 

socioambiental (Zarate et. al, 2020). Asimismo, Göbel y Ulloa mencionan que la 

característica regional del aparato estatal, en general, es cambiante en sus 

concepciones legales y de soberanía, lo cual permite que la lógica extractiva 

desarrolle dinámicas de apropiación que conlleva al desarrollo de situaciones de 

violencia y conflicto (2014). Al respecto,  Gudynas menciona que unos de los 

factores que generan la conflictividad en el tema ambiental son los altos niveles de 

flexibilidad que, por un lado, pueden ser en torno a los Estudios de Impacto 

Ambiental (EIA) y, por otro lado, la flexibilidad social que se define como la 

legitimación que otorgan ciertos sectores sociales a los proyectos extractivos debido 

a que se proyecta como una oportunidad de crecimiento económico (2015). Esta 

correlación entre el impulso de la industria extractiva, a través de mecanismos 

estatales, y el desarrollo de conflictividad es común en la región de América Latina. 

Respecto al caso peruano, De Echave menciona que, desde el inicio de 1990, 

en un año se estableció un programa completo de reformas estructurales al mismo 

tiempo que la legislación ambiental, la legislación de la tierra y la legislación de 

comunidades y poblaciones indígenas cedieron ante un nuevo marco normativo de 

la minería. De esta manera, como también menciona el autor, todo el proceso 

finalizó cuando consolidaron las reformas y se estableció un escenario a favor de 

las inversiones al momento de promulgar la Ley General de Minería y la Constitución 

Política de 1993 (De Echave, 2009a). En ese sentido, el Perú se convertiría en un 

impulsor de la inversión privada proveniente del sector extractivo y que, por ello, se 

debería acceder fácilmente a la adquisición de cualquier territorio en interés. Por 

ende, los casos de conflictos socioambientales seguirían un crecimiento progresivo 

debido a la motivación existente. No obstante, la política ambiental reaccionó ante 

el nuevo modelo extractivo con la promulgación del Código del Medio Ambiente y 

los Recursos Naturales y reforzando la creación del Consejo Nacional de Medio 

Ambiente (CONAM) (Kuramoto y Glave, 2007). De esta manera, se configura el 

panorama de los próximos años: el impulso de la dinámica extractiva y la reacción 

para reducir sus impactos en materia ambiental y social. Es así como el Perú se 
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caracteriza por presentar una conflictividad mayoritariamente socioambiental. En la 

actualidad, existen 208 casos de los cuales el 63% pertenecen al tipo ambiental y 

105 son considerados dentro de la competencia de Gobierno nacional (Defensoría 

del Pueblo, 2020). El porcentaje nos permite reconocer a la conflictividad 

socioambiental como un problema público que necesita solucionarse e incentiva a 

preguntarnos la manera en la cual se están gestionando la solución de estos 

conflictos. Asimismo, es relevante estudiar los alcances del estado en materia 

ambiental. 

Ello es debido a que el tema ambiental es un tema pendiente e incluso 

olvidado por los gobiernos. A pesar de que la prevención de conflictos y el diálogo 

deben ser entendidos como algo más que un conjunto de herramientas para evitar 

o resolver conflictos sociales, deben ser aplicados como enfoques transversales a 

todas las políticas públicas y en todos los niveles de gobierno (Defensoría del 

Pueblo, 2017). No se considera un avance fundamental para la gestión ambiental y 

conflictividad asociada a ello. De hecho, Lanegra habla al respecto a un ausente 

Estado ambiental: la ineficiencia del Estado en general ligado a una existente 

burocracia ambiental y gobierno que no posee los incentivos necesarios para actuar 

o no en contra de una mejora en la calidad de regulación ambiental (2008). 

Como se mencionó con anterioridad, el Estado Peruano ha experimentado el 

aumento de los casos de conflictividad ambiental desde el “boom extractivo” y posee 

años como principal actor en la gestión de conflictos. Asimismo, se han creado 

aparatos institucionales, organismos y recursos legales que deberían responder 

como facilitadores de la gestión de estos mismos. No obstante, no se percibe 

avances en la dinámica alrededor de los conflictos debido a que estos tienden a 

durar largos periodos de tiempo sin llegar a acuerdos. Bobadilla describe que la 

gestión de conflictos se basa en el modelo de competencias funcionales, lo que 

ocasiona que la Presidencia del Consejo de ministros (PCM) adquiera un rol 

protagónico en la resolución de conflictos y que se actúe de forma reactiva, 

improvisada, atomizada e ineficaz debido que esperan la actuación de esta entidad 

debido a que posee más poder e injerencia (2021). Ello respondería la lógica que 

posee el Estado a regular los conflictos cuando estos únicamente han llegado a 
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episodios extremos de violencia y pérdidas. Asimismo, se rescata el rol de la 

Secretaría de Gestión Social y Diálogo (SGSD) que se encuentra dentro del 

funcionamiento de la PCM y es, principalmente, la máxima entidad estatal 

encargada del manejo de conflictos y protocolos hacia otros sectores del Estado. 

No obstante, la Defensoría del Pueblo sostiene que no se ha señalado con claridad 

el marco teórico, los lineamientos y definiciones conceptos que en la práctica se 

usa; por ende, se entiende que usan el actual marco desarrollado por la Oficina 

Nacional de Diálogo y Sostenibilidad (ONDS) (2017). Además, para Gamboa, el 

Estado peruano aún sigue sin comprender los derechos fundamentales que se 

encuentran detrás de los conflictos y, por ende, responde de dos maneras no 

adecuadas: impulsan un status quo permanente a los proyectos y, en lugar de 

contemplar estrategias de prevención, responden de manera tardía (2022). Ello 

profundiza la discusión actual respecto a la eficiencia que tendría el aparato estatal 

en los procesos de solución de conflictos y se sigue mostrando la falta de interés 

que posee el sector público en establecer políticas ambientales eficaces. 

Como resultado, existen diversos autores que discuten la incapacidad estatal 

como uno de los factores que explican la falta de respuestas efectivas en la gestión 

de conflictos. Al respecto, Díaz concluye que el Estado peruano no cumple con el 

papel de interlocutor en los conflictos sociales; además, la falta de este ocasiona 

que no surjan espacios de diálogo, lo que lleva a la intensificación de protestas y 

episodios de violencia (2019). Asimismo, Tanaka también menciona la falta de 

respuestas del Estado peruano en la solución de conflictos sociales, lo cual plantea 

3 factores de deficiencia estatal: la falta de capacidades institucionales, una 

normativa insuficiente para atender las nuevas dinámicas de expansión de mineras 

privadas y, por último, la falta de políticas de Estado y de gobierno (2012). Respecto 

a ello, Gómez menciona que incluso hay ocasiones en la que el Estado, en lugar de 

un rol regulador o neutral, toma posición en beneficio de las empresas privadas. De 

esta manera, no solo encuentras beneficios legales para las empresas extractivas, 

sino que incluso se hace uso de la violencia física como medio de represión 

mediante la fuerza policial hasta discursos que deslegitiman la lucha de las 

comunidades (Gómez, 2021). Respecto al rol del Estado y haciendo énfasis en la 
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autonomía de este, Durand amplía el tema sobre la influencia del poder minero en 

el país, menciona que el Estado favorece, promociona y fortalece (económica y 

policialmente) a estas empresas mineras que tratan de manejar el panorama social 

(2015). Asimismo, De Echave et. al profundizan el rol del Estado y lo presentan 

como una institución imparcial, precario y débil para generar políticas a favor del 

interés de la población vulnerable debido a servir de los intereses de sectores con 

más poder (2009b). En un intento por sintetizar el papel del Estado en la 

conflictividad socioambiental, este se puede clasificar dentro de los parámetros de 

debilidad institucional que se refuerza en la falta de motivación en políticas 

ambientales y una voluble autonomía al estar expuesto a la presión de grupos 

económicos que pertenecen a la industria extractiva. 

Aun así, en un escenario como el descrito, han surgido ciertos avances en 

torno al ambiente y conflictividad derivada al poder sobre sus recursos. Entonces, 

resulta pertinente analizar cómo, en un contexto en el cual el Estado parece no tener 

ni la capacidad ni el interés en fomentar iniciativas ambientales, se han generado 

estas mismas durante estos años. Una posible respuesta es, principalmente, la alta 

demanda que ha colocado la sociedad civil como respuesta a la masiva actividad 

extractiva. Anteriormente, se mencionó que, mientras se consolidaba el modelo 

extractivo en el Perú, surgieron más políticas ambientales como respuesta a ello. 

En ese sentido, Los avances en materia estatal respecto al ambiente no solo 

ha sido por iniciativa estatal, sino también participó la sociedad civil. Al respecto, 

Meléndez et. al menciona el caso de la región San Martín como un ejemplo de cómo 

la sociedad civil regional aprovecha el espacio de descentralización para poner en 

acción de manera efectiva políticas de nivel nacional, en este caso de política 

ambiental (2017). Asimismo, varias de las iniciativas ambientales provienen de 

sucesos violentos como el caso de Bagua para la Ley de Consulta Previa en el 2011 

(AIDESEP, s.f.). Así como la creación del Ministerio del Ambiente y organismos 

fiscalizadores ambientales como la OEFA se crearon a partir de la demanda e 

incluso por los graves episodios de violencia que colocaban el tema ambiental en el 

debate público. Por ese lado, incluso la agenda ambiental fue uno de los motivos 

que impulsaron la candidatura de Ollanta Humala con un discurso, en ese entonces, 
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favorecido hacia el ambiente y diversas comunidades afectadas por las industrias 

extractivas (Durand, 2015). Por ende, se debe tomar en cuenta a los actores 

políticos y económicos y la manera en cómo desempeñan un papel central en el 

momento de implementar políticas ambientales o de cualquier índole. En ese 

sentido, las mesas de diálogo nacen como una propuesta desde la misma sociedad 

civil y, en ocasiones, son voluntad por el Estado o la empresa privada para la 

solución de conflictos socioambientales. 
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3. Capítulo 2: El rol de las comunidades en los procesos de diálogo 

Dentro de estas zonas extractivas en conflicto, surgen las intenciones de 

participación política por parte de la sociedad civil interesadas en la toma de 

decisiones debido a que son los principales grupos afectados directa o 

indirectamente por las operaciones de la empresa. En estos escenarios, las mesas 

de diálogo se colocan como una herramienta principal no solo por parte de la 

población, sino también, a veces, impulsadas por el Estado o la empresa minera. 

No obstante, a pesar de la voluntad política que pueden tener ciertos sectores 

interesados en dialogar, estas demuestran ser deficientes al momento de lograr 

consensos y futuras acciones que conlleven a facilitar la coexistencia entre la 

comunidad y la empresa minera. 

En ese modo, en el presente capítulo se analizará respecto a la eficacia de las 

mesas de diálogo en torno a la gestión de conflictos. Al mismo tiempo, se tratará de 

abordar por qué las mesas parecen no funcionar a pesar de la voluntad que puede 

existir. Por otro lado, se discutirá respecto al rol de las comunidades en los procesos 

de diálogo. Esto es debido a que su posición es fundamental para complejizar las 

mesas de diálogo y el conflicto en general. De esta manera, se tratará de abordar 

una literatura que corresponda a ver a los actores locales como agentes con 

bastante más incidencia y dejar atrás la perspectiva de las respuestas de 

comunidades como basadas únicamente en la resistencia ante la actividad 

extractiva. Abordar la capacidad de las organizaciones civiles en conflictos 

socioambientales nos permite profundizar si son actores con un peso determinante 

dentro del diálogo de la toma de decisiones. 

En primer lugar, es importante ver las características de la participación 

política relacionadas a los conflictos socioambientales. En ese sentido, Viale et. al 

menciona que, en América Latina, durante el tránsito hacia la democracia, la acción 

colectiva tomó protagonismo y los movimientos sociales surgieron en un contexto 

de crisis de partidos políticos y otras formas de participación tradicional. Es así como 

distintas organizaciones demostraron su capacidad organizativa y, con la 

participación de Pueblos Indígenas, se buscaron oportunidades políticas para incidir 

en la agenda política (2017). De igual manera, José de Echave menciona que 
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existen dos tipos de respuesta de las comunidades ante la presencia de actividad 

minera. Por un lado, se encuentran las comunidades que poseen una total 

resistencia a las empresas mineras debido a que altera su visión de desarrollo. Por 

el otro, existen comunidades que respetan la presencia de la actividad minera 

siempre y cuando se respeten sus derechos (2009a). Respecto a otra literatura 

sobre la respuesta de organizaciones, Van Teijlingen y Dupuits sostienen, 

principalmente, que se deben romper el enfoque de resistencia y la perspectiva de 

las comunidades como productos de dominación o cooptación de las empresas 

como las únicas formas de respuesta comunitaria en los procesos de diálogo por 

conflictos socioambientales. Además, refuerzan la idea de actores locales como 

actores que actúan bajo intereses, redes o relaciones de poder que pueden ir fuera 

de su contexto local debido a que su nivel de acción puede ser dinámico durante 

todo el periodo de conflictividad (2021). Mencionar esto es importante debido a que 

nos permite complejizar los roles que asumen las comunidades durante los 

procesos de diálogo. Intentar analizar las comunidades como sujetos con agencia 

nos permite no caer en limitaciones al respecto de los roles de las comunidades. 

Ello sería un problema debido a que puede generar obstáculos para establecer un 

enfoque claro sobre cómo abordar los conflictos socioambientales de manera 

adecuada. 

Por otro lado, con respecto a las respuestas comunitarias para defender los 

bienes comunes, Composto menciona que, por un lado, apelan al trabajo territorial 

y a la organización de base en las comunidades mediante la utilización de 

herramienta de acción directa como resistencia social (movilizaciones, paros, 

bloqueos de carretera, etc.) y, por el otro lado, deciden articular y coordinar sus 

luchas mediante la creación de organizaciones. Además, la autora sostiene que, un 

escenario con alta conflictividad social ha generado la construcción de una 

estrategia capital-Estado que abarque reconstruir un discurso hegemónico sobre el 

modelo extractivo-exportador mediante la incorporación de zonas periféricas a la 

lógica de acumulación capitalista (2012). 

Asimismo, existen antecedentes respecto a la construcción y articulación de 

organizaciones de lucha, en 1999, después de un primer encuentro entre 40 



11  

comunidades afectadas por la minería, se decide crear la Coordinadora Nacional de 

Comunidades Afectadas por la Minería (CONACAMI) que, en su primera etapa, se 

encargó de recolectar denuncias y establecer defensa hacia las poblaciones frente 

a una dinámica extensiva de la minería (De Echave, 2009a). Bajo esta lógica, 

también se crearon organizaciones como la Asociación Interétnica de Desarrollo de 

la Selva Peruana (AIDESEP) como respuesta defensiva y que, posteriormente, 

impulsaron otras comunidades y pueblos a realizar lo mismo (AIDESEP,s.f). Por otro 

lado, Damonte menciona que las organizaciones campesinas, al movilizar sus bases 

en contra la empresa minera, refuerzan ciertas capacidades como las de liderazgo 

y el éxito que obtienen traspasa al ámbito municipal, esta a su vez se convierte en 

el espacio principal de representación política urbana y campesina y surgen figuras 

de liderazgo vinculadas fuertemente a ciertas organizaciones que se encuentran en 

disputa (2016). 

En ese sentido, podemos conocer que la respuesta comunitaria va mucho 

más allá de procesos de resistencia como las protestas o bloqueo de carreteras que 

usualmente son las maneras en la que los medios presentan las acciones de 

distintas comunidades al momento de manifestarse en contra de actividades 

extractivas. No obstante, sus acciones van mucho más allá de eso a un plano más 

organizacional que articula distintas luchas y crea bases de entendimiento que 

puedan hacerle frente a discursos más hegemónicos como los del sector extractivo 

o el mismo estado e incluso inclinarse a participar en la política local de su zona. 

Asimismo, es interesante abordar y estudiar cuando las comunidades logran incidir 

y colocar sus intereses en respuestas políticas debido a que se encuentran en una 

situación de desventaja, en comparación a los otros actores, al momento colocar 

sus ideas en discusión. 

Esta heterogeneidad de actores son parte fundamental en las mesas de 

diálogo. Por ende, en segundo lugar, es importante abarcar los trabajos existentes 

acerca de la viabilidad de las mesas de diálogo como herramienta de gestión de 

conflictos socioambientales. De esta manera, anteriormente, se había mencionado 

que, a nivel regional, los países latinoamericanos compartían similitudes respecto a 

la relación entre las industrias extractivas y la conflictividad eco territorial. En ese 
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sentido, hay una ausencia o deficiencia estatal al momento de instaurar políticas a 

favor de la defensa no solo del ambiente, sino también de los territorios. En ese 

sentido y profundizando en la baja capacidad estatal en la gestión de solución de 

conflictos socioambientales, un estudio en los casos de Perú, Colombia, México y 

Guatemala dieron como resultado el uso de instrumentos preventivos de conflictos 

sociales, en este caso las mesas de diálogo y la consulta previa, como herramientas 

estrategias de gestión de conflictos y ello ocasiona que comunidades se manifiesten 

mediante mecanismos de presión (Álvarez y Castillo, 2020). En otras palabras, 

existe un uso popular de la implementación de mesas de diálogo como un 

mecanismo de disminución de violencia cuando, en realidad, debería ser incluida 

como un mecanismo de prevención de estos estallidos. 

Respecto al escenario en Perú, podemos ahondar en la discusión respecto a 

las mesas de dialogo como menciona Hincapié, quien reconoce a las mesas de 

diálogo, por un lado, como espacio para expresar las decisiones ciudadanas sobre 

el control, acceso o formas de aprovechamiento de los recursos naturales y, por el 

otro lado, como dispositivos que vinculan la acción colectiva de la sociedad civil y 

los actores estatales para brindar respuesta estatal. La misma autora sostiene esta 

idea de cómo la democracia directa juega un papel importante debido a que se 

convierte en un recurso de movilización colectiva “desde abajo” como respuesta a 

la ausencia de mecanismos de democracia directa “desde arriba” (2017). Respecto 

a esa idea, según Paredes y Schorr, las mesas de diálogo surgieron debido a los 

conflictos son clasificadas como instituciones informales que fomentan la 

participación pública debido a que persiste un ausente marco normativo que regule 

su implementación y seguimiento (2021). En otras palabras, podemos sintetizar que 

la principal herramienta de diálogo y participación es el resultado de los propios 

conflictos y es impulsado por la movilización de la organización civil a causa de la 

ausencia no solo de mecanismos estatales, sino también de un marco legal que 

sostenga y fiscalice estos procesos. 

 
Respecto al rol y funcionamiento de las mesas en sí, Álvarez y Castillo 

mencionan que las instancias del diálogo son necesarias para la gestión de 
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conflictos sociales y establecen qué se necesita cumplir ciertas condiciones para 

asegurar su funcionamiento: voluntad política, incorporación de los actores de la 

sociedad civil, autonomía y acceso a la información (2020). Por otro lado, Caballero 

menciona, respecto a la utilización de mesa de diálogo como mecanismos estatales 

de solución, que se mantienen débiles debido a la falta de organización de las 

comunidades afectadas lo que implica problemas de representación al momento de 

establecer acuerdos (2008). Respecto a la capacidad organizativa de la población, 

Paredes y De la Puente mencionan a la protesta social como una oportunidad de 

poner las demandas dentro de la agenda estatal, pero también como un obstáculo 

en la implementación de estos debido a factores como el debilitamiento de la 

organización, persecución de sus líderes o la falta de confianza (2014). Es así como 

se menciona dos factores que ocasiona estos debilitamientos en estas 

organizaciones: la sobrecarga de funciones en representantes debido a que no 

comparten los mismos recursos que los otros participantes de la mesa y a ello se le 

suma la utilización de un lenguaje técnico que dificulta el entendimiento (De la 

Puente, 2014). Esta cuestión puede ser poco favorable debido a que los enclaves 

mineros saben y buscan sociedades con débil organización y sin capacidad de 

oponerse a sus proyectos porque es más beneficioso para ellos (Durand, 2015). 

Acerca de los procesos de negociación y toma de decisiones como resultado 

de las mesas de diálogo, Hernández menciona que existe la participación de actores 

no gubernamentales que deben ejercer influencia mediante otros mecanismos 

debido a que no poseen la misma capacidad de comprometer los recursos de una 

sociedad (2007). Por ende, la respuesta de los gobiernos centrales “desde arriba” 

tratan de limitar su alcance, prohibir su implementación debido a que se pone en 

debate público las consecuencias del modelo económico basado en la actividad 

extractiva (Hincapié, 2017). Por último, las mesas de diálogo son un factor 

importante en los conflictos debido a que los acuerdos son destinados a la creación 

o no de distintas políticas. Respecto a ello, se menciona que la viabilidad de los 

acuerdos que derivan de las etapas de negociación y diálogo depende de una 

implementación adecuada de los acuerdos y promesas pactadas; no obstante, si 

ello no logra darse, pueden continuar y reactivar los conflictos (Ramos y Balbuena, 
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2017). En ese sentido, como resultado de poca presencia y efectividad del Estado 

en temas ambientales se refleja también la débil capacidad estatal al momento de 

solucionar los conflictos socioambientales. Ante la falta de respuesta estatal, surge 

la sociedad civil, principalmente, comunidades con una agenda ambiental y una 

demanda de la institucionalización de los procesos de diálogo. Las mesas de 

diálogo, a pesar de la voluntad política y heterogeneidad de sus actores, terminan 

siendo un reflejo de la debilidad institucional e incluso llega a realzar las asimetrías 

de poder dentro de estos espacios de diálogo. Estas dificultades podrían llegar no 

solo a no lograr consensos, sino también a continuar con la duración de los 

conflictos y estallidos de violencia. 

Analizar las estrategias comunitarias es importante debido a que, según un 

informe de conflictividad de la Defensoría del Pueblo, entre el 2009-2015, los 

actores primarios con mayor presencia en los procesos de diálogo eran, 

precisamente, las empresas extractivas y las comunidades campesinas. Asimismo, 

el informe menciona que la mayoría de las mesas (55.3%) son parcialmente 

estructuradas (2017). 
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4. Capítulo 3: El caso de Espinar 

El caso de la provincia de Espinar en Cusco es uno de los más fundamentales 

al momento de discutir acerca no solo de la gestión de diálogo, sino también de la 

participación de las comunidades dentro de las mesas mismas. Según lo visto, las 

comunidades que residen en Espinar pertenecen al tipo que permiten la actividad 

minera en su zona, siempre y cuando se respeten ciertos derechos y la comunidad 

sea beneficiada por la empresa minera. Sin embargo, ello no evita que posea una 

larga trayectoria de conflictividad con episodios de violencia. Ello es debido a que 

continúa una agenda pendiente debido al deterioro ambiental que se reporta. 

Además, existe la cuestión pendiente al respecto de las ampliaciones mineras que 

la empresa desea realizar. En ese sentido, el capítulo de dividirá en analizar los 

procesos de diálogos realizados en 2013 durante el proyecto “Tintaya” 

(posteriormente, se presenta la ampliación del proyecto y adquiere el nombre de 

“Antapaccay”) debido a que fue un caso reconocido como el inicio de avances de 

gestión de conflictos y resulta pertinente observar la manera en la cual las 

comunidades participaron del proceso. Finalmente, se analizará el cómo esta 

experiencia previa configura los mecanismos de acción de las comunidades en 

nuevos escenarios y en condiciones más desiguales. 

Para analizar los procesos de diálogo del 2013, es importante establecer que 

el conflicto existe desde la década de los 80 cuando empezó la actividad minera en 

Espinar. Por ende, para 1990, cuando empiezan los diálogos de Tintaya, se 

encontraba un bloque constituido por alianzas entre las 6 comunidades próximas a 

la mina (Ormachea, 2014). No obstante, la cooperación no fue realizada de manera 

local, sino que también participaron organizaciones como CONACAMI, 

CooperAcción (ONG), Oxfam America y Oxfam Community que apoyaron en reducir 

las asimetrías que se encontraban dentro de los procesos de diálogo (Camacho y 

Lossio, 2005). Finalmente, estos procesos de negociación terminan en la firma del 

Convenio Marco. Este respectivo documento representó un avance en los procesos 

de diálogo y se utilizaría en un futuro para la toma de decisiones entre la empresa 

y la comunidad. 

Aun así, existen posiciones con respecto a los procesos de diálogo en el 2013 
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en Espinar. Por un lado, Zeisser menciona que el caso es un punto de partida para 

avanzar en el tema de coexistencia entre las mineras y comunidades al poner la 

conflictividad como un factor siempre presente en estas relaciones. Asimismo, los 

autores sostienen que el caso de Espinar demuestra la necesidad de una sola visión 

clara por parte de las organizaciones sociales y una profunda institucionalidad de 

sus mecanismos de representación y comunicación dentro de estas mismas (2015). 

Por otro lado, De la Puente menciona que las mesas de diálogo fueron parte del 

problema al solucionar los conflictos que se presentaban en el 2013 debido a que 

se institucionaliza mesas que presentan asimetrías de poder, conocimiento y 

condiciones que impiden a las comunidades lograr beneficios (2017). 

La emergencia sanitaria por el COVID-19 y la posterior cuarentena nacional 

instalada durante un prologando tiempo no impidieron la paralización de la actividad 

minera; por ende, los conflictos socioambientales siguieron presentes y quedaron 

suspendidos sus procesos de diálogo y el establecimiento de diversas de diálogo. 

Asimismo, también se registraron distintas protestas sociales como las de Espinar, 

que involucró a casi toda la provincia, y no sería un caso aislado, sino una constante 

amenaza de nuevos episodios de conflictividad social (De Echave, 2020c). En ese 

sentido, queda pendiente el analizar la gestión de conflictos y los procesos de 

diálogo durante este periodo de tiempo. Respecto a ello, a nivel estatal, el reporte 

de la Defensoría del Pueblo respecto a los conflictos sociales durante de la 

emergencia sanitaria fue emitido en julio del 2020 y, hasta ese entonces, se reportó 

que ninguno de los conflictos había llego a un estado de solución y que la pandemia 

había resaltado la incapacidad estatal para la gestión de conflictos y el contexto de 

desigualdad que viven diferentes comunidades (2020). Actualmente, existe un vacío 

en la literatura sobre los procesos y mesas de diálogo de estos conflictos durante la 

pandemia. A nivel estatal, la revista Willaqniki elaborada por la PCM, 

específicamente por la Secretaría de Gestión Social y Diálogo (SGSD) solo informa 

brevemente sobre el conflicto de “Antapaccay”. El reporte se emite hasta julio del 

2020 y, posteriormente, se vuelve a emitir en abril del 2021 solo informando sobre 

los primeros meses de ese año. Por otro lado, el informe de la Defensoría del 

Pueblo, que abarcó gran parte del primer año del 2020, y los posteriores informes 
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mensuales son la única referencia académica general encontrada con respecto al 

tema que se quiere investigar. Y, por ende, es uno de los principales motivos que 

impulsan la realización de este trabajo. 

Asimismo, la elección del caso de “Antapaccay” se debe realmente a la larga 

trayectoria de la conflictividad en Espinar. Asimismo, como se mencionó desde un 

principio, existe una voluntad por parte de la comunidad para la permanencia del 

proyecto debido al beneficios de sus intereses. Por ende, a diferencia de otros casos 

en los cuales los pobladores piden la paralización total, las comunidades apoyan la 

realización de actividades mineras, pero con una notable preocupación por los 

efectos a su salud y al ambiente (Ojo Público, 2020). Es por ello por lo que, la 

situación por la incertidumbre sanitaria impulsó a las comunidades demandar 

políticas de ayuda como la entrega de un bono económico por parte de la empresa 

“Antapaccay”. No obstante, a pesar de que la empresa demostró estar en contra de 

la propuesta desde un principio, finalmente se repartieron los bonos después de 

varias protestas por parte de la comunidad y la posterior instalación de una mesa 

de diálogo de Alto Nivel (conformada por el ejecutivo) (Ojo Público, 2020). 
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5. Conclusiones 

Existe un legado de incapacidad del Estado por abordar el tema 

socioambiental en los conflictos sociales. Actualmente, se detecta no solo una 

debilidad institucional en su gestión de conflictos, sino también aparece el tema de 

poca autonomía ante enclaves mineros con influencias económicas y políticas. Ante 

ello, surge lo que, en un principio, sería, por un lado, la dinámica de resistencia por 

parte de las comunidades y, por otro, un papel más negociador. Sin embargo, a 

pesar de la voluntad política de diferentes organizaciones civiles para establecer 

acuerdos en los que se respeten, existen asimetrías de poder dentro de las mesas 

de diálogo que colocaría a las comunidades en desventaja al momento de obtener 

beneficios o el reconocimiento de ciertos derechos. Aun así, es importante destacar 

casos en los cuales los procesos de diálogo, dentro de conflictos socioambientales, 

terminan poniendo en marcha políticas a favor de las comunidades. 

El caso de Espinar es un caso particular y pertinente para estudiar las 

capacidades que poseen las comunidades durante los procesos de diálogo. 

Principalmente, se debe a que el conflicto se caracteriza por poseer la aprobación 

de la comunidad para las actividades mineras siempre y cuando respeten sus 

derechos y ciertos beneficios. Segundo, en el 2013, las comunidades de Espinar y 

la empresa minera de ese entonces establecieron procesos de diálogo que se 

establecieron como ciertos avances en la gestión de conflictos socioambientales. 

Por último, durante la pandemia, la incapacidad estatal se agudizó debido al manejo 

de la emergencia sanitaria. La paralización de actividades económicas, excepto de 

la minería, y el temor por el contagio y la muerte impulsaron a muchas comunidades 

a demandar políticas sociales. En este caso, la comunidad de Espinar demanda la 

entrega de un bono económico por parte de la empresa minera Antapaccay. 

Después de una serie de enfrentamientos, heridos, pérdidas humanas y distintas 

mesas de diálogo, la comunidad finalmente recibe el apoyo económico reclamaban 

desde un principio. Por ese lado, resulta importante preguntarnos los mecanismos 

que utiliza la comunidad de Espinar para lograr impulsar sus intereses en políticas 

en un contexto, como el de la emergencia sanitaria, en el cual se encontraban no 

solo con un Estado colapsado, sino también con un contexto que agudizaba su 
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vulnerabilidad en los procesos de diálogo. En ese sentido, la pregunta que formula 

es la siguiente, ¿Qué factores explican la efectiva capacidad de negociación de 

la comunidad de Espinar ante el Estado y la empresa Antapaccay durante la 

emergencia sanitaria COVI-19 del 2020? Es relevante plantearnos esta pregunta 

debido a que la capacidad de las organizaciones civiles no ha sido un tema 

investigado desde el enfoque desde la ciencia política; asimismo, es importante 

plantearnos su papel en situaciones de emergencia como lo fue la emergencia 

sanitaria. 
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